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León, Guanajuato, a 20 veinte  de mayo del año 2019  dos mil diecinueve.
V I S T O para resolver el expediente número 0011/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano (…), en contra del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León;  y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- Con fecha 9 nueve de enero   del año 2017 dos mil diecisiete, el actor presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato.- - - - - - - - - - - - - - - - - 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDIO.- Por auto de fecha 12 doce de enero de ese año se admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales ofrecidas y exhibidas en la misma, como puntos 1 y 2 las que por su especial naturaleza se desahogan en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en lo que le favorezca, excepto la documental consistente en el expediente 576/16-Pol, y los recibos de nómina petición de informes, así como se concedió la suspensión para mantener las cosas en el estado en que se encontraban. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
Prevención para acatar la suspensión 
TERCERO.- Mediante acuerdo de fecha 23 veintitrés de enero de 2017 dos mil diecisiete, se tuvieron por recibidos los oficios números DGTMDSJ/121/2017 y DGTMDSJ/120/2017 suscritos por el Director General de Tránsito Municipal, sin que de los mismos se desprende la reincorporación inmediata del  actor, por lo que se apercibió   a la autoridad  para reincorporar al actor. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -     
Contestación de demanda y admisión de pruebas.
CUATRO.- El 31 treinta y uno de enero, 01 uno y 02 dos de febrero de 2017 dos mil diecisiete, el Director General de Tránsito y Secretario Ejecutivo; y el Director de Asuntos Internos y Secretario Técnico ambos del Consejo; y Presidente  del Consejo de Honor y Justicia para los cuerpos de Seguridad Pública Municipal del León, presentaron la contestación a la demanda; y por auto de fecha 02 de  febrero del año en cita, se les tuvo por contestando en tiempo y forma la demanda, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de radicación y las documentales ofrecidas y exhibidas a las mismas, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en lo que les favorezca;  señalándose además fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegatos.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
Celebración de la audiencia de alegatos.
QUINTO.- El 20 veinte de febrero del año 2017 dos mil diecisiete, a las 11:00 once  horas, fue celebrada la audiencia de alegatos sin la asistencia de las partes. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados al Consejo de Honor y Justicia para los cuerpos de Seguridad Pública Municipal del León. - - - - 
Existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la resolución de fecha 02 de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, contenida en el expediente 576/16-TRA, mediante la cual se  impone la sanción de 42 cuarenta y dos días de suspensión sin goce de sueldo,  la que obran  en el presente sumario.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
Causales de improcedencia, excepciones y defensas.

TERCERO.-. Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Así refiere, el Director General de Tránsito Municipal que se actualiza la causal de improcedencia  prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que la resolución contendida en el expediente 576/16-TRA, fue emitida por el Consejo de Honor y Justicia, no de manera personal.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por su parte, el Director de Asuntos Internos y Secretario Técnico del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, señaló que se actualizaba las causales de  improcedencia establecidas en las fracciones IV y VI del artículo 261 del referido Código.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
A su vez, el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, refirió la actualización de las fracciones I y VI del referido artículo 261,  en tanto  que el acto no fue emitido en los términos señalados por el actor, que existió una causa justificada por lo que se ordenó suspenderlo del cargo que desempeñaba el actor, que del acto que acompaña el actos no se desprende que exista acto susceptible de impugnar. - - - - - - - - - - - - - 

A juicio de este juzgador las causales de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas resultan ser en parte FUNDADAS y en otra más  INFUNDADAS para decretar el sobreseimiento del proceso. - - - - - - - - - - - - - - - - - -
 En efecto, resultan fundadas las causales  de improcedencia formuladas por el Director General de Tránsito Municipal y por el Director de Asuntos Internos, en tanto que de la revisión que se hace a la resolución de fecha 02 de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, contenida en el expediente 576/16-TRA, la misma no fue suscrita de manera individual por tales servidores públicos, sino  como integrantes del Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por lo anterior, al no existir en autos acto y resolución alguna emitida de manera individual por del Director General de Tránsito Municipal o  por el Director de Asuntos Internos, se configura de manera plena la hipótesis de improcedencia contenida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato.- - - - - - - - - - - - - - - - -

Luego, procede decretar el sobreseimiento  del proceso conforme a lo establecido por la fracción II del artículo 262 del referido Código, respecto de actos emitidos de manera individual por DIRECTOR GENERAL DE TRÁNSITO MUNICIPAL y por el DIRECTOR DE ASUNTOS INTERNOS ambos del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León.- - - - - - - - - 
Sin que pase desapercibido para este juzgador, que quien suscribió  la  resolución controvertida como Secretario Ejecutivo  del Consejo de Honor y Justicia de las cuerpos de Seguridad Pública del Municipio de León,   se trata de una persona diversa a quien acredito en autos al momento de producir su contestación a la demanda ser el Director General de Tránsito Municipal.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   
Por otra parte, resultan INFUNDADAS las causales de improcedencia hechas valer por el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, en tanto que la resolución controvertida se encuentra dirigida al actor, por lo que sí estima que la misma no se emitido conforme a derecho, de ello surge su interés jurídico para combatirla; ahora bien, si de constancias se desprende fehacientemente la existencia de la resolución de fecha 02 dos de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, resulta infundado que se actualice la casual de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del invocado condigo, motivos por los cuales no es de sobreseerse ni se sobresee el presente proceso. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -           

Análisis de los  conceptos de impugnación. 
CUARTO. Refiere la impetrante del proceso de manera medular en el cuarto concepto de impugnación, que debe decretarse la nulidad de la resolución contenida en el expediente 576/16-TRA, en tanto que la misma se dictó en contravención de los artículos 3 y 6 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública municipal de León, al haberse  dictado por autoridades incompetentes, toda vez que quien se ostenta como Secretario Ejecutivo del Consejo, de nombre (…), ostenta el cargo de Director Operativo de la Dirección de Tránsito Municipal de León, resultando incompetente para ello.- - - - - - 
 Por su parte, el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública municipal de León, al producir su contestación a la demanda, no se refirió de manera particular el concepto de impugnación en estudio. - - - - - - - 
A juicio de este juzgador el  concepto de impugnación en análisis resulta ser fundado para decretar la nulidad de la resolución controvertida. - - - - - - - - - - - - - - - 

Ello es así, en tanto que el Director General de Tránsito Municipal al momento de producir la contestación a la demanda, ofreció  como  prueba de su parte a efecto de acreditar su personalidad copia certificada del nombramiento de fecha 13 trece de abril de 2016 dos mil dieciséis, suscrito por el Presidente Municipal Lic. Héctor López Santillana documental que hace prueba plena, atentos a lo establecido por el artículo 121 del Código de Procedimiento  y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y forja convicción en este juzgador que a partir de esa fecha fungía como Director General de Tránsito Municipal el C. (…), a quien conforme a lo establecido por el artículo 6 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, corresponde el encargo de Secretario Ejecutivo del mismo. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Por lo que, de la revisión que se hace a la resolución controvertida quien la suscribe  como Secretario Ejecutivo es una persona diversa al titular  de la Dirección General de Tránsito Municipal, esto es al suscribirse por el C. (…), de donde sino se acredito en autos su carácter de Director General resulta que la misma fue suscrita por autoridad  incompetente, aspecto que transgrede gravemente la esfera jurídica que quien demanda, en tanto que la competencia se trata de un elemento de validez de la resolución administrativa atendiendo a lo establecido por la fracción I, del artículo 137  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado  y los Municipios de Guanajuato, así como de un derecho humano señalado por el artículo 16 de la Carta Magna. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   

    El criterio asumido por este juzgador; esto es, que la resolución controvertida se suscribió por servidor público diverso a quien ostentaba el cargo de Director General de Tránsito Municipal y por tanto Secretario ejecutivo del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública municipal de León, se ve robustecida al obrar en autos escrito de fecha 27 veintisiete de enero de 2017 suscrito por el  C. (…), en su carácter de Director General de Tránsito Municipal al que adjunto el diverso oficio DGTM/1889/2017 de fecha 16 dieciséis de enero de 2017 dos mil diecisiete, suscrito por el C. (…), en su carácter de Director Operativo de Tránsito Municipal de León, documentales públicas con valor probatorio pleno, que forjan convicción en este que resuelve, respecto  que quien suscribió la resolución controvertida resulta ser incompetente para suscribirla como Secretario Ejecutivo del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública municipal de León. - - - - - - - - -  - - - -
Sirve de soporte legal a lo anterior  el criterio jurisprudencial de la Octava Época. Número de registro 205463. Instancia: Pleno. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación número 77, Mayo de 1994. Tesis: P./J.10/94, visible al rubro: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

De esta manera, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción I, en relación con la fracción II del diverso numera 300 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio su derecho humano a ser molestada por autoridad carente  de atribuciones para tal efecto, consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

QUINTO.- No obstante lo fundado del concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede; este juzgador, procederá al estudio del primero concepto que hace valer la impetrante del proceso, el cual de manera substancial  hace consistir, en violación  a los artículos 43 fracción IV de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, 31 fracción XIII, del Reglamento Interior de la Dirección General de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, 10, fracción XI, del  Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, 73, fracción XV del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de León, Guanajuato, 6 fracción VIII y 8 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que la Secretaria Técnica le señala como probable responsable de la comisión de la comisión de una falta grave, por lo que debió necesariamente citarle a la notificación del acuerdo de sujeción a procedimiento acompañado  de su asistencia jurídica por lo que debe declararse la nulidad de la resolución controvertida.- - - - - -
Igualmente estima violado  en su perjuicio lo señalado por el artículo 25-C del Reglamento, en tanto que antes de la audiencia se pueden realizar gestiones procesales por lo que es necesario que previó a la audiencia se conceda el derecho de ser acompañado de un abogado o se le asigne el de oficio, siendo que en la citación no menciona el referido derecho, de aquí que deba declararse la nulidad de la resolución combatida.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -    

Por su parte, el Presidente del  Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, refirió al producir la contestación a la demanda, que en el acto reclamado quedó plenamente probado como se substanció con absoluta legalidad el procedimiento administrativo disciplinario.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -     
A juicio de quien resuelve el concepto de impugnación resulta ser FUNDADO para declarar la nulidad de las resolución controvertida.- - - - - - - - - - - - 

Se afirma lo anterior, en tanto que el régimen disciplinario de los miembros integrantes de cuerpos de seguridad pública, a efecto de  instrumentar el procedimiento correspondiente, acorde a lo establecido por los artículos 203 y 207 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, habrán de formalizarse atendiendo  al reglamento respectivo, y respetando en todo momento los derechos consignados por el diverso artículo 43 de la citada Ley. - - - - - - - - - - - 

En el caso, el procedimiento disciplinario de que fue objeto quien demanda debe  instrumentarse atendiendo al Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, de cuyos artículos 25 a 48 se desprende el procedimiento que debe llevar a cabo la Secretaría Técnica del Consejo, a efecto de hacer del conocimiento la citación al sujeto a procedimiento, del que entre otros requisitos debe precisarse lo establecido en la fracción IV del artículo 45  del reglamento en mención se lee:- - - - - - - - - - - - - 
“ARTÍCULO 45.- El acuerdo en que se ordene sujetar al elemento o elementos del cuerpo de seguridad pública al procedimiento administrativo disciplinario y citarlo para la audiencia del mismo, deberá contener:

…

           IV. El señalamiento del derecho que tiene el elemento del cuerpo de seguridad pública de asistir a la audiencia acompañado, para su defensa, de un abogado, y si no quiere o no puede nombrar defensor, se le designará de forma gratuita e institucional un abogado de oficio para que lo asista jurídicamente; asimismo se le hará el señalamiento del derecho que tiene  para manifestar y alegar en la audiencia lo que a sus intereses convenga, así como para ofrecer y presentar en el mismo acto las pruebas que estime convenientes a fin de desvirtuar los hechos materia de la queja y que tengan relación directa e inmediata con los hechos que se le imputan; …” (el subrayado y remarcado es propio).- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

A su vez, el artículo 43 de la Ley del Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en su fracción IV, prevé como derecho de los miembros de los cuerpos de seguridad pública, entre otros el consistente en: - - - - -  
“Artículo 43. Son derechos de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, los siguientes:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
…

IV. Recibir asistencia jurídica gratuita institucional, en los casos en que por motivo del cumplimiento del servicio sean sujetos de algún procedimiento que tenga por objeto fincarles responsabilidades penal, civil o administrativa;…”- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -


De la interpretación armónica que se hace de los recién transcritos preceptos Legal y Reglamentario,  se desprende como formalidad esencial del disciplinario a los integrantes de los cuerpos de seguridad pública del municipio de León, el derecho a  recibir asistencia gratuita institucional, el cual se materializa  entre otros momentos procedimentales en el acuerdo de inicio de procedimiento y la notificación que del mismo se haga, de suerte que debe externarse de manera clara y precisa a efecto de no transgredir el derecho humano a la  debida defensa, aspecto que se desprende del acuerdo de sujeción a procedimiento de fecha 6 seis de octubre de 2016 dos mil dieciséis, así como de su notificación.- - - - - - - - - - - - - - 

Sirve de sustento legal a lo aquí precisado la jurisprudencia 1a./J. 11/2014 (10a.)
, que reza: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  


“DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO. Dentro de las garantías del debido proceso existe un "núcleo duro", que debe observarse inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro de garantías que son aplicables en los procesos que impliquen un ejercicio de la potestad punitiva del Estado. Así, en cuanto al "núcleo duro", las garantías del debido proceso que aplican a cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades esenciales del procedimiento, cuyo conjunto integra la "garantía de audiencia", las cuales permiten que los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica definitivamente. Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133, de rubro: "FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.", sostuvo que las formalidades esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del inicio del procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y, (iv) una resolución que dirima las cuestiones debatidas y cuya impugnación ha sido considerada por esta Primera Sala como parte de esta formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es identificado comúnmente con el elenco de garantías mínimo que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las garantías con la materia específica del asunto. Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del debido proceso, se identifican dos especies: la primera, que corresponde a todas las personas independientemente de su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a contar con un abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer la causa del procedimiento sancionatorio; y la segunda, que es la combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho de igualdad ante la ley, y que protege a aquellas personas que pueden encontrarse en una situación de desventaja frente al ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún grupo vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación y asistencia consular, el derecho a contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y los niños a que su detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y tutela, entre otras de igual naturaleza.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por otra parte, los artículos en comento establecen el derecho de los sujetos al disciplinario al debido procedimiento, derecho que atendiendo a las fases o etapas del procedimiento, no se  constriñe exclusivamente al momento de la  audiencia, atentos a lo señalado por el artículo 45C, del reglamento en comento, que dice:  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

    “ARTÍCULO 45 C.- Las pruebas anunciadas y ofrecidas deberán ser presentadas y desahogadas en la audiencia. 

Tratándose de las pruebas testimonial, pericial y de inspección, deberán de ofrecerse dentro de los cinco días hábiles anteriores al señalado para la celebración de la audiencia, sin contar el día de la propia audiencia, acompañando el interrogatorio al tenor del cual deban ser examinados los testigos o el cuestionario para el desahogo de la pericial.   

No se admitirán más de tres testigos por cada hecho. El Secretario Técnico podrá formular a los testigos todas aquellas preguntas tendientes a esclarecer los hechos o a aclarar cualquier respuesta.”  (el subrayado y remarcado no es de origen). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
Del precepto reglamentario transcrito con antelación, se desprende la existencia de deberes procedimentales (ofrecimiento de pruebas) a  cargo del sujeto a procedimiento disciplinario con antelación a celebrar la audiencia correspondiente, de donde el derecho humano al debido procedimiento y designación de abogado para representar los intereses del hoy actor, no se satisface exclusivamente en la citación de audiencia, como tampoco es susceptible la preparación o presentación de pruebas antes de su notificación, dado que  ese acto procedimental inicia al procedimiento, de donde sin (citación y notificación) sería imposible conocer la conducta reprochable;  y, por ello carente  de sentido común y lógica jurídica  ofrecer pruebas como la testimonial, pericial e inspección.- - 
Entonces, para salvaguardar el derecho humano al debido procedimiento, es menester consignar en el acuerdo de citación, lo establecido por el artículo 45-C, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; esto es, hacer del conocimiento del sujeto al disciplinario el derecho que le asiste de ofrecer las pruebas testimonial, pericial e inspeccional, con cinco días anteriores a la celebración de la audiencia, sin incluir el de la misma, así como el derecho de designar abogado de su parte o en su defecto brindarle la asistencia gratuita institucional en tal fase, garantizando con ello las formalidades esenciales del procedimiento, aspectos que no se desprenden del acuerdo de sujeción  a procedimiento administrativo disciplinario y notificación de sujeción al mismo, ambos de fecha 6 seis de octubre de 2016 dos mil dieciséis. - - - 
Al caso resulta aplicable la jurisprudencia P./J. 47/95
, del contenido siguiente: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
            “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
Así las cosas, en la emisión del acuerdo de sujeción  a procedimiento administrativo disciplinario y notificación de sujeción al mismo, que motivaron la re controvertida,  la autoridad demandada aplico de manera incorrecta lo establecido por los artículos 45 y  45-C del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en relación con el derecho humano a la debida defensa y formalidades esenciales del procedimiento, y consecuentemente no se proporcionó a quien demanda antes de la celebración de la audiencia  su derecho de asistencia jurídica institucional, vulnerando con ello su derecho de a recibir asistencia jurídica gratuita, aspectos que transgreden gravemente su esfera jurídica y por tanto con fundamento en los artículos 302 fracción IV y 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es declarar la NULIDAD TOTAL de la resolución de fecha 02 de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, contenida en el expediente 576/16-TRA, al ser fruto de un procedimiento disciplinario carente formalidades esenciales. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -    

Ante la  declaración de nulidad total de la resolución impugnada, este Juzgador se encuentra constreñido a restituirlo al impetrante en el goce de sus derechos, ya que en el proceso administrativo, la sentencia por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, a fin de lograr el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación. - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  
De esta manera, los elementos de los cuerpos de seguridad pública prestan sus servicios a cambio de una contraprestación económica, conforme a lo dispuesto por el artículo 31, fracción I, del  Reglamento  Interior  de  la  Dirección  General  de  Tránsito Municipal de León, Guanajuato, por tanto,  ante la nulidad total de la resolución impugnada, lo procedente es que se le cubran las remuneraciones ordinarias diarias que dejó percibir por la prestación de sus servicios  durante el tiempo que se le dejaron de cubrir, esto es, a partir del 30 treinta de diciembre del año 2016 dos mil dieciséis al 12 doce de enero del año 2017 dos mil diecisiete. - - - - - - -  - -  - - - - -- - - - - - -  - -  - - - - -- - - - - - -  - -  - - - - -
Lo anterior obedece, dado que en autos quedó acreditado que la suspensión del cargo de la parte actora fue notificada a las 10:30 diez horas con treinta minutos del día 30 treinta de diciembre del año 2016 dos mil dieciséis, y que con motivo de la suspensión otorgada en este proceso, el mismo fue reincorporado a sus labores el día 13 trece de enero del año 2017 dos mil diecisiete, circunstancia con el cual queda acreditado plenamente que no fue pagado su sueldo ordinario diario durante ese periodo. - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  
Por tanto, el pago de las remuneraciones por el tiempo que el actor dejó de percibirlas, durante la suspensión y conforme a lo dispuesto por el artículo 300, fracciones V y VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es condenar al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a que realice ante la Dirección de General de Desarrollo Institucional de este Municipio, las gestiones o diligencias indispensables a fin de se le pague al actor en efectivo o se le expida el cheque respectivo por la Tesorería Municipal. - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - 
Asimismo,  la actora solicita la condena a la autoridad demandada para que ante la nulidad del acto impugnado se haga constar en su expediente laborar, toda vez que ello incide en el régimen disciplinario específico que pertenece; de este modo  y  como consecuencia también de la nulidad total del acto impugnado, resulta FUNDADO reconocerle a la actora el derecho a que en su expediente laborar sea inserte la anotación respectiva que la sanción de suspensión que le fue impuesta fue declarada nula, en consecuencia acorde a lo establecido por las fracciones  V y VI del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa,  se condena a la autoridad demandada que realice las gestiones necesarias a efecto de que quede inserta dicha anotación en el expediente laboral del demandante. - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - - - -  - -  - - - - - - - - - 
Lo anterior tiene su sustento, dado que el párrafo primero del artículo 96 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, establece la obligación del registrar la aplicación de las sanciones a los integrantes de la instituciones policiales en el expediente del infractor; artículo que establece: - - - - - - 
“Artículo 96. La aplicación de las sanciones a los integrantes de las Instituciones Policiales deberá registrarse en el expediente personal del infractor.”
Lo anterior deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo. -  - -  - - - - - -  - -  - - - - - -  - -  - - - - -  - - - 

En otro contexto, la actora solicitó en su escrito de demanda como pretensión  el pago de las demás prestaciones a las que tiene derecho como lo son aguinaldo que se le da cada año en el mes de diciembre por la cantidad de 41 días de sueldo, vacaciones en razón de 14 catorce días al igual que la prima vacacional que corresponde al 48% de los catorce días. Pretensión que resultan INFUNDADAS  para reconocerle esos derechos¸ en mérito de que la parte actora fue omisa en aportar medios convictivos que dieran a este Juzgador elementos objetivos con lo que se acreditara  el hecho de que no recibió su aguinaldo de 41 días en el mes de diciembre del año 2016 dos mil dieciséis, así como el pago de vacaciones y su respectiva prima vacacional,  dado que no aportó los recibos de nómina correspondiente o cualquier otro medio de prueba con los cuales acreditara que se le dejó tales conceptos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
Estudio innecesario de los demás conceptos de impugnación.

SEXTO.- Dado que la argumentación analizada en el considerando que antecede, resultó suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de estos en nada variaría el sentido de esta sentencia; al respecto sirve como sustento a lo antes referido la jurisprudencia que a la letra dice:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - -- - - - - - 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, 
Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32.- - - - - - - - - - - - - - - - - -
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 261 fracción VI, 300 fracciones II y VI, y 302 fracciones I y IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. - - - - 

SEGUNDO.- Resultaron parcialmente FUNDADAS la causales de improcedencia hecha valer por las autoridad demandadas, acorde a lo señalado en la primera parte del considerando tercero del presente fallo, por lo que se decreta el SOBRESEIMIENTO del proceso recto al  DIRECTOR GENERAL DE TRÁNSITO MUNICIPAL y al DIRECTOR DE ASUNTOS INTERNOS, ambos del Consejo de Honor y Justicia de los cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León. - - - - - - - -
TERCERO.- Resultaron  INFUNDADAS la causales de improcedencia para sobreseer el proceso respecto del Consejo de Honor y Justicia para los cuerpos de Seguridad Pública Municipal del León, acorde a lo señalado en la segunda parte del considerando tercero de la presente resolución.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
CUARTO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución de fecha 02 de diciembre de 2016 dos mil dieciséis, contenida en el expediente 576/16-TRA, por las razones expuestas en el  cuarto y quinto considerando del presente fallo. - 

QUINTO.- Se condena al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato demandado, a que realice la gestiones necesarias ante la Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se realice el pago en efectivo o la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, con cargo a la partida presupuestal correspondiente, respecto del pago de la remuneración que dejó de percibir a partir del día  30 treinta de diciembre del año 2016 dos mil dieciséis al 13 trece de enero del año 2017 dos mil diecisiete; asimismo se condena a la demanda a que realice la anotación respectiva en el expediente laboral de la parte actora; concediéndosele para tal efecto el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada la presente sentencia, lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de este fallo. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

SEXTO.- NO SE RECONOCE a la actora el derecho del pago de aguinaldo a razón de 41 cuarenta y un días, vacaciones a razón de 14 catorce días y prima vacacional del 48%  de los 14 catorce días. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de la esta sentencia.  - - - - - - - - - - - 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado.- - - - - - - - - - - -  

Así lo resolvió y firma, en 06 seis tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. - - - - - - - - - - - - - - 
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